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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 692/2023.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCION DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADO PONENTE: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veinte de agosto del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 692/2023, promovido por **********, contra actos de la Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y
R E S U L T A N D O

I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día veintinueve de junio del dos mil veintitrés, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandad al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y como acto impugnado el siguiente.

“Las ilegales infracciones a disposiciones fiscales contenidas en el folio de requerimiento número **********, crédito número **********, dictado por el C. Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por una suma total de **********
II.- En proveído de ocho de agosto del dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera; apercibida que de no contestar la demanda dentro del plazo legal que le fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por otra parte, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda 

III.- Por auto de veintitrés de octubre del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio ********** con sus anexos, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el treinta de agosto de año en curso, signado por el Doctor **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas; visto el contenido del mismo, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada por contestando la demanda,  y con la copia simple del oficio de contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr  traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Además, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, ambos ordenamientos del señalado Código Procesal; se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes: 

A la parte actora, se le tuvieron por admitidas las siguientes pruebas:

· Copia simple de la identificación oficial de la parte actora.

· Folio de requerimiento ********** de dos de febrero de dos mil veintidós.
· La presuncional legal y humana.

· Tocante al expediente administrativo iniciado por la autoridad demandada a la parte actora, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 60 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 35 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa se requirió a la demandada remitiera en copias certificadas, la totalidad de las constancias del expediente administrativo ofertado por la parte actora; precisando que deberiá rendirlo dentro del plazo de quince días previsto por el citado artículo 60, apercibido, que de no cumplir con lo solicitado o bien acredite o justifique en el término concedido, si existe algún impedimento legal para cumplir con el mismo, se le podrían aplicar en su perjuicio alguna de las medidas de apremio previstas en el artículo 127 del Código Procesal Administrativo en el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal.

A la Autoridad Demandada, las siguientes pruebas: 

· Copia certificada del requerimiento de Obligaciones Omitidas ********** de dos de febrero de dos mil veintidós.
· Copia certificada de la resolución crediticia ********** de veintisiete de marzo de dos mil veintitrés.
· La instrumental de actuaciones.

· La presuncional legal y humana.

Por último, se ordenó notificar al Actuario Adscrito y/o Auxiliar Jurisdiccional adscrito a este Tribunal, llevara a cabo la notificación del acuerdo mediante el cual se admitió la demanda a la parte actora; precisando que una vez que transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada en punto 3.1.4  del acuerdo en comento, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- En proveído de veintitrés de noviembre del dos mil veintitrés, atendiendo a que de la lectura a los autos del expediente se advirtió que la parte actora en su escrito de demanda negó lisa y llanamente que la autoridad demandada le hubiera requerido la presentación de las declaraciones correspondientes a las remuneraciones al trabajo personal correspondiente a los meses de agosto a diciembre de dos mil veinte, y de enero a mayo de dos mil veintiuno, arrojando la carga de la prueba a la autoridad, en términos de lo dispuesto por el numeral 45 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí; y que por su parte la autoridad demandada al dar contestación a la demanda, exhibió como anexo de la misma, el requerimiento folio **********, de dos de febrero de dos mil veintidós así como copia del acta de notificación del requerimiento en cita; los cuales son coincidentes con aquellos que la parte actora refiere desconocer, se consideró por actualizada la hipótesis prevista por el numeral artículo 237 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En esa tesitura y toda vez que no le fue  concedido a la parte actora término para la ampliación de la demanda, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 227 del Código Procesal en comento, se ordenó la regularización del procedimiento para el único efecto de que le fuera otorgado a la parte actora término para realizar la ampliación de la demanda.

En consecuencia con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliará su demanda, apercibida de que en caso de no hacerlo, en tiempo y forma, se declararía la preclusión del derecho para hacerlo. 

Finalmente, se ordenó diferir la audiencia que habría de celebrarse a las once horas del día de la fecha del auto que nos ocupa, para celebrarse una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora para ampliar la demanda y fuera el momento procesal oportuno. 

V.- Mediante auto de fecha diecinueve de marzo del dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el escrito original firmado por **********, actor en el juicio en que se actúa; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el catorce de marzo del año en curso; mediante el cual amplío la demanda en el término que le fue concedido en el proveído dictado en el auto de veintitrés de noviembre de dos mil veintitrés; en tal virtud, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la actora por interpuesta la ampliación de demanda de cuenta en los términos expuestos y por realizando las objeciones ahí vertidas, para los efectos legales a que hubiera lugar.
A tal efecto, con una copia simple del escrito de ampliación de mérito, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que con fundamento en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara la ampliación de demanda dentro del término de diez días, manifestando lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los que ésta se encontrara relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría a la autoridad demandada por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por no ofreciendo pruebas de su intención en el escrito de ampliación de demanda y se precisó que una vez que transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada para contestar la ampliación de demanda y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refieren los artículos 245 y 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

VI.- Mediante proveído de veintitrés de abril del presente año, se dio cuenta con el oficio ********** con sus anexos, signado por el Doctor Vicente Torre Delgadillo, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el quince de abril del año en curso, mediante el cual dio contestación a la ampliación de demanda; por tanto, se tuvo a la citada autoridad por contestada la ampliación de demanda y en tal virtud, se ordenó con la copia simple del oficio contestatorio, correr traslado al promovente del juicio, para los efectos legales que en su derecho corresponderá.

En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo a la parte actora por no ofreciendo pruebas en la ampliación de la demanda y a  la autoridad demandada se le tuvo por ofrecidas y admitidas, en la etapa de ampliación de demanda las siguientes pruebas la ccopia certificada del expediente abierto a nombre del C. **********, con motivo de la resolución crediticia **********, la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana. 
Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas del catorce de mayo de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 
VII.- En la fecha que al efecto fue fijada, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta del oficio **********, y cuatro anexos, firmado por el Doctor **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el veintiséis de octubre de dos mil veintitrés y visto el contenido del mismo se tuvo a la autoridad demandada por atendiendo el requerimiento que le fue formulado en el punto 3.1.4 del auto dictado el veintitrés de octubre de dos mil veintitrés, y por exhibiendo las probanzas que fueron admitidas a la parte actora en dicho proveído por consiguiente, se dejó sin efectos el apercibimiento realizado en el citado auto. Acto seguido, hizo una relación de las constancias de autos, se dio lectura al escrito de demanda, al de contestación así como al de ampliación de demanda y contestación a la ampliación  e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.

VIII.- En auto dictado con fecha ocho de mayo del dos mil veinticuatro, se dio cuenta con el escrito firmado por **********, ingresado en la Oficialía de Partes de este tribunal el diecisiete de julio de este año, mediante el cual manifestó que se desistía de la acción intentada en el presente juicio; por lo que previo a proveer lo conducente, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Justicia de Administrativa del Estado, en términos del diverso numeral 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se requirió a la parte actora, para que en el término legal que le fue señalado compareciera ante este órgano jurisdiccional a ratificar su escrito de desistimiento de juicio, o bien exhibiera su escrito de desistimiento ratificado ante un Fedatario con Fe Publica; apercibido que de no presentarse a ratificar el referido escrito de desistimiento, se continuaría con la substanciación del juicio, en la etapa procesal correspondiente. 

IX.- En fecha de dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro compareció ante el secretario de acuerdos de la Segunda Sala unitaria **********, a ratificar el desistimiento de la acción intentada en el presente juicio, que fue formulado mediante el escrito  ingresado en la Oficialía de Partes de este tribunal el diecisiete de julio de este año.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- En cuanto a la litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo, se ciñe a determinar la legalidad o ilegalidad de la multas por infracciones determinadas en el crédito fiscal **********, requerimiento número **********, dictado por el C. Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por una suma total de ********** cuyo documento fue exhibido por la parte actora, para acreditar la existencia del acto impugnado y obra agregada a foja 20 a la 22 de autos, y que adquiere valor probatorio pleno, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

El interés jurídico de la parte accionante, queda acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que se acreditó que en la documental en que consta el crédito fiscal **********, con numero de requerimiento **********, –visible en el folio ********** a la 22 de autos- aparece como  destinatario de la misma, el C.**********de ahí que cuenta con interés jurídico para instar a juicio. 

Tocante a la autoridad demandada; compareció al dar contestación a la demanda, el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas; quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió original del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 39 del expediente.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.

En ese sentido, se debe decir, que el estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de sobreseimiento del juicio, cuando aparezca probada o sobrevenga acreditada una causa de improcedencia, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. El criterio que adopta la Sala se apoya en las Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcriben.

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL.

Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

“SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LOS JUECES DE DISTRITO ESTÁN FACULTADOS PARA DECRETARLO VALORANDO PRUEBAS DOCUMENTALES APORTADAS CON POSTERIORIDAD A LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL DE LAS QUE APAREZCA PROBADA O SOBREVENGA UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA.- Es cierto que las pruebas documentales en el juicio de amparo deben ofrecerse y desahogarse, por regla general, a más tardar en la audiencia constitucional prevista en el artículo 155 de la Ley de Amparo, de manera que las exhibidas con posterioridad a su celebración no podrán tomarse en cuenta, pues de hacerlo se vulneraría la unidad jurídica de dicha actuación procesal, concebida como una secuencia en la cual se ofrecen y desahogan pruebas, se oyen los alegatos y se dicta la sentencia, además de que se menoscabaría el principio de igualdad entre las partes, pues la recepción de pruebas a uno de los contendientes fuera de dicha diligencia implicaría dejar en estado de indefensión a su contraparte, quien sólo puede objetarlas dentro de dicho acto procesal; empero, esta regla general no opera cuando se acredite alguno de los supuestos de sobreseimiento previstos en el artículo 74 de la Ley de Amparo con pruebas documentales exhibidas con posterioridad a la celebración de la audiencia constitucional, pues en este caso, dicho precepto legal no hace limitación alguna, por lo que el juzgador se encuentra facultado para sobreseer en el juicio valorando tales pruebas cuando aparezca probada o sobrevenga una causa de improcedencia.- Contradicción de tesis 396/2011. Décima Época, Registro: 2000902, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 25/2012 (10a.), Página: 1279.”

En ese contexto a juicio de esta Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 229 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere al sobreseimiento del juicio cuando el actor se desista de la demanda, como enseguida se explica.

Uno de los principios que rigen el juicio es que se ejercite "a petición de la parte agraviada", y en ese sentido atendiendo a las constancias de autos se obtiene que mediante escrito presentado ante este Tribunal el día veintinueve de junio del dos mil veintitrés, el C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra de la autoridad y por el acto precisado en el escrito inicial de demanda.

Sin embargo, mediante escrito presentado el diecisiete de julio del dos mil veinticuatro, ante la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, el C. **********manifestó que desistía de la acción intentada en el presente juicio; en virtud de lo cual, mediante auto de seis de agosto del presente año, se requirió al compareciente, para que en el término legal que le fue señalado compareciera ante este órgano jurisdiccional, a ratificar su escrito de desistimiento de juicio, o bien exhibiera su escrito de desistimiento ratificado ante un Fedatario con Fe Publica; apercibido que de no presentarse a ratificar el referido escrito de desistimiento, se continuaría con la substanciación del juicio, en la etapa procesal correspondiente.

En ese sentido, obra a fojas 115 del presente expediente el acta de fecha dieciséis de agosto del año en curso, levantada por el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. en la que consta que compareció el actor del juicio, el C. **********, quien se identificó con credencial para votar expedida por el Instituto Nacional ********** y con clave de elector **********, a ratificar el desistimiento del juicio planteado en el escrito presentado el diecisiete de julio de dos mil veinticuatro, así como de la instancia que formuló en el escrito de demanda que presentó en la oficialía de partes de este Tribunal , el veintinueve de julio del dos mil veinticuatro y en consecuencia por así convenir a sus intereses se desiste de la instancia y de la acción ejercida  a través del presente juicio.

Por tanto, la referida acta de fecha dieciséis de agosto del año en curso, levantada por el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para tener por acreditado el desistimiento de la demanda. 

En ese contexto, dado que el actor del juicio, el C. **********, mediante comparecencia ante el Secretario de Acuerdos de esta Segunda Sala Unitaria, ratificó el desistimiento de la demanda, que formuló en el escrito de fecha diecisiete de julio de dos mil veinticuatro, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 229 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que el principio de instancia de parte agraviada constituye uno de los fundamentos del juicio, por lo que la decisión de desistimiento que formula la agraviada, impide al órgano jurisdiccional culminar el juicio, toda vez que ha dejado de existir la voluntad de proseguir con él.

Consecuentemente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 229 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede SOBRESEER en el presente juicio de nulidad, por desistimiento expreso de la demanda de nulidad y además con apoyo en el criterio de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que enseguida se cita.

“SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE DECRETARSE CUANDO EL ACTOR DESISTA, EXISTIENDO, ADEMAS, RATIFICACIÓN DE LA FIRMA DEL ESCRITO DE DESISTIMIENTO.  Si el representante legal del quejoso, con facultades para desistirse del juicio de amparo, presenta escrito de desistimiento del juicio de garantías y, además, ratifica la firma que calza dicho escrito de desistimiento, debe sobreseerse en el juicio con fundamento en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo.” (Séptima Época. Instancia: Tercera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 217-228 Cuarta Parte. Página: 387).
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  248, 249, 229 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, por las razones contenidas en el considerando cuarto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por correo certificado a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”


	


